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TRASLADO DE EXCEPCIONES  
 

Hoy, Tres (03) de febrero de dos mil veintidós (2022), a las ocho de la 
mañana (8:00 am.), se corre traslado a la parte demandante por el 
termino establecido en lo dispuesto en el artículo 175 parágrafos No. 2 
del C.P.A.C.A de las EXCEPCIONES, presentada en la contestación de 
la demanda, dentro del proceso que se tramita por el Medio de Control 
de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO promovido por 
GLORIA MARIA HABIB DAVID contra LA NACIÓN – MINISTERIO DE 
HACIENDA Y CREDITO PUBLICO Y OTROS radicado bajo N° 44-001-
33-40-002-2018-00380-00. 
 
Lo anterior de conformidad con lo dispuesto en el artículo 175 
parágrafos No. 2 del C.P.A.C.A en concordancia con el 110 del Código 
General del Proceso. 
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CONTESTACION DE DEMANDA REFERENCIA: N.R.D. 2018-00380-00 de GLORIA MARIA
HABID DAVID contra LA UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTION PENSIONAL
Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL- UGPP.

aura cordoba zabaleta <auracordobaabogado@gmail.com>
Jue 16/12/2021 15:40
Para:  Juzgado 02 Administrativo - La Guajira - Riohacha <j02admctorioha@cendoj.ramajudicial.gov.co>; charlene cordoba
<charlenecordoba30@gmail.com>; Maria Victoria Arias Pertuz <mariavictoriaariaspertuz56@gmail.com>

Buenas

Adjuntamos lo enunciado, poder para actuar, evidencia del envío del expediente administrativo.
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Riohacha, 15 de diciembre de 2021  

 

Doctora  

KELLY NIEVE CHAMORRO  

JUEZ 02 ADMINISTRATIVO DE RIOHACHA  

E.S.D. 

 

CONTESTACION DE DEMANDA 

 

REFERENCIA: N.R.D. 2018-00380-00 de GLORIA MARIA HABID DAVID contra LA 

UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTION PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES 

PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL- UGPP. 

 

AURA MATILDE CÓRDOBA ZABALETA, identificada con C.C. No. 40.939.343 de 

Riohacha, y portadora de la T.P. 146.469 del C. S. de la J., actuando como 

apoderada Especial de la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTION 

PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCION SOCIAL - 

UGPP, mediante el presente me permito CONTESTAR el proceso de la referencia 

de la siguiente manera: 

Demandado: UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTION PENSIONAL Y 

CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCION SOCIAL - UGPP, Domicilio 

en la Calle 19 No. 68 A -18 ciudad Bogotá D.C.,   

En cuanto a los HECHOS 

1. No es cierto. 

2. Es cierto  

3. No es cierto. 

4. No es cierto. 

5. Es cierto. 

   

En cuanto a las PRETENSIONES 

La entidad se opone a todas y cada una de las pretensiones planteadas en la 

demanda, por cuanto los actos acusados gozan de legalidad, la cual 

corresponde desvirtuar a la demandante, conforme a las normas aplicables al 

caso y las pruebas aportadas al proceso.  

ARGUMENTOS DE LA DEFENSA 

EL demandante solicita la nulidad del acto administrativo contenido en las 

siguiente Resolución: 

 

 Nulidad Parcial de la Resolución No 004252 de 20 de abril de 1999, 

expedida por el gerente de CAJA NACIONAL DE PREVISION SOCIAL EICE. 



 
Nit. 900.621.569-8. auracordoba@hotmail.com. Cel: 3008335681 

2 
CONTESTACION GLORIA MARIA HABID DAVID  

J2AR-2018-00380   

 

Que los artículos 279 de la Ley 100 de 1993 y 81 de la Ley 812 de 26 de junio de 

2003, determina que las personas vinculadas al servicio educativo a partir de la 

entrada en vigencia de esta norma, se encuentran amparadas por el régimen 

pensional de prima media establecido en las Leyes 100 de 1993 y 797 de 2003.  

 

Por su parte, a los docentes vinculados con anterioridad a la Ley 812 de 2003 se 

les aplican las disposiciones anteriores, mandato que fue ratificado por el 

parágrafo transitorio 1 del Acto Legislativo 001 de 22 de julio 2005, el cual 

expone: “(…) PARÁGRAFO TRANSITORIO 1. El régimen pensional de los docentes 

nacionales, nacionalizados y territoriales, vinculados al servicio público 

educativo oficial es el establecido para el Magisterio en las disposiciones legales 

vigentes con anterioridad a la entrada en vigencia de la Ley 812 de 2003, y lo 

preceptuado en el artículo 81 de esta. 

 

Los docentes que se hayan vinculado o se vinculen a partir de la vigencia de la 

citada ley, tendrán los derechos de prima media establecidos en las leyes del 

Sistema General de Pensiones, en los términos del artículo 81 de la Ley 812 de 

2003 (…)”. 

 

En el presente caso, comoquiera que la actora estuvo vinculado al servicio 

docente desde 1980 se le aplica el régimen establecido para el Magisterio en 

las disposiciones vigentes con anterioridad a la entrada en vigencia de la Ley 

100 de 1993, es decir, la Ley 91 de 1989, que en su artículo 15, señaló: “(…) 

 

A partir de la vigencia de la presente Ley el personal docente nacional y 

nacionalizado y el que se vincule con posterioridad al 1 de enero de 1990 será 

regido por las siguientes disposiciones: 

1.- Los docentes nacionalizados que figuren vinculados hasta el 31 de diciembre 

de 1989, para efectos de las prestaciones económicas y sociales, mantendrán 

el régimen prestacional que han venido gozando en cada entidad territorial de 

conformidad con las normas vigentes. Los docentes nacionales y los que se 

vinculen a partir del 1 de enero de 1990, para efectos de las prestaciones 

económicas y sociales se regirán por las normas vigentes aplicables a los 

empleados públicos del orden nacional, Decretos 3135 de 1968, 1848 de 1969 y 

1045 de 1978, o que se expidan en el futuro, con las excepciones consagradas 

en esta Ley (…)”.  

 

Asimismo, el artículo 3º del Decreto 2277 de 1979, dispone que los educadores 

que prestan sus servicios en entidades oficiales de orden nacional o territorial, 

son empleados oficiales de régimen especial; y, en cuanto al régimen pensional, 

los docentes vinculados antes de la Ley 812 de 2003, como es el caso de la 

actora, están sometidos a lo regulado en las Leyes 33 y 63 de 1985, el cual, en 

su artículo 3º estableció que los factores que deben servir para determinar la 

base de liquidación, eran todos aquellos que hubieren servido de base para 

calcular los aportes.  

 

De igual manera, debe tenerse en cuenta que la H. Corte Constitucional, al 

pronunciarse sobre la aplicación del régimen de transición del artículo 36 de la 

ley 100 de 1993, en la Sentencia C-258 DE 2013, indica la forma en que se debe 

aplicar e interpretar dicha norma, tal como se reitera en el Comunicado No. 16 

de la Corte Constitucional de Abril 29 y 30 de 2015. En tal sentido es claro 

entonces, que el régimen de transición solo respeta la edad de pensión, monto, 
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y semanas de cotización, indicándose claramente que el IBL no hace parte de 

dicho régimen. 

 

En el mismo sentido, y reiterando lo anterior, tenemos el pronunciamiento de la 

la H. Corte Constitucional quien mediante la Sentencia SU 230 del 29 de Abril de 

2015, indica la interpretación que debe darse al Ingreso Base de Liquidación 

para las pensiones reconocidas con régimen de transición, indicando que en 

ese tema se debe aplicar el régimen general establecido en el artículo 36 de la 

ley 100 de 1993, y que en dichos casos la interpretación debe ser tal como se 

planteó en el análisis dado en la Sentencia C-258 DE 2013, y que es de 

obligatoria observancia. Es decir, se reitera que el régimen de transición solo 

conserva la edad, el tiempo de servicio y el monto de la pensión del régimen 

pensional anterior, pero que respecto del IBL es el indicado en la ley 100 de 1993, 

cambiando la denominada jurisprudencia en vigor que venían reiterando las 

diferentes salas de Revisión de tutela, y realizando el nuevo planteamiento. 

Siendo, así las cosas, es claro entonces que, las pensiones reconocidas con 

régimen de transición, el IBL es el promedio de los salarios devengados en los 10 

últimos años o el tiempo que le hiciere falta, y teniendo en cuenta los factores 

sobre los cuales se realizaron las cotizaciones al sistema de pensiones. 

 

Así mismo, el H. Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, 

Sección Quinta, C.P. Alberto Yepes Barreiro, en Decisión de Segunda Instancia 

del 05 de Mayo de 2016, en Acción de Tutela Rad: 11001-03-15-000-2016-00132-

01, Accionante Maria Elisa Morales Zorrilla, Accionado Tribunal Contencioso 

Administrativo de Cundinamarca, señaló respecto del IBL en el régimen de 

transición y la aplicación del precedente jurisprudencial Constitucional lo 

siguiente: 
 
“Lo anterior significa que cuando la Corte Constitucional, en ejercicio de sus competencias, fija el alcance de una 
norma a partir de los presupuestos constitucionales o la aplica de un determinado modo a un caso concreto, no está 
generando jurisprudencia, está fijando doctrina constitucional que, por envolver la interpretación de la Constitución, 
tiene un carácter vinculante y obligatorio para todos los jueces de la República, sin distingo alguno.  

Se lee en la sentencia C-539 de 2011:  

“… la Corte es la encargada de fijar la interpretación auténtica de los preceptos constitucionales, de manera 
que tienen un aspecto subjetivo, relativo al caso concreto, y objetivo, que implica consecuencias generales en 
cuanto determina el precedente judicial a ser aplicado en casos similares o análogos.  

De otra parte, la Corte ha insistido en que sus sentencias de amparo tienen una proyección doctrinal vinculante, 
en cuanto se trata de interpretar la Constitución misma, lo cual debe tener un efecto multiplicador aplicable a 
los casos similares o análogos, por cuanto de lo contrario se desvirtuaría su verdadera esencia y se convertiría 
tan solo en otra instancia de una jurisdicción.”1 

Interpretación auténtica que los jueces, sin distingo de jerarquía, no pueden desconocer, bajo el argumento de la 
primacía de los principios de autonomía e independencia que caracterizan la función judicial, pues estarían no solo 
desconociendo la Constitución, en especial, los postulados de igualdad, seguridad jurídica y confianza legítima en las 
instituciones sino usurpando la competencia que la Carta le otorgó expresamente al Tribunal Constitucional.  

En ese sentido, cuando la Corte Constitucional fija el alcance de una norma constitucional, en el caso del control 
abstracto de constitucional o determina el alcance de un derecho constitucional fundamental, en ejercicio de su 
función de revisión de las acciones de tutela, sus decisiones pasan a formar parte de las fuentes del derecho y, por 
ende, vinculan a todos los jueces. 

2.5.3. Aplicación del precedente al caso concreto 

Así las cosas, la regla que fijó la Corte Constitucional en la sentencia C-258 de 2013 y que hizo extensiva en la SU- 
230 de 2015 consiste en que el ingreso base de liquidación no era un aspecto sujeto a transición y, por tanto, existe 
sujeción sobre esta materia a lo dispuesto en el artículo 36 de la ley 100 de 1993. En consecuencia, a quienes son 
beneficiarios del régimen de transición establecido en la mencionada ley se les calculará el IBL con base en lo 
dispuesto por la Ley 100 de 1993, esto es, con el promedio de los factores salariales devengados durante los últimos 

                                                                   
1 Ibídem. 
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10 años de servicio. 

 Por su parte, la señora Morales Zorrilla, se encuentra inmersa en el régimen de transición pensional, aspecto que no 
fue objeto de debate, y que como consecuencia exige que el cálculo de su pensión se realice con el promedio de los 
factores salariales2 devengados durante los últimos 10 años de servicio de conformidad con lo dispuesto en la Ley 
100 de 1993. 

El Tribunal Administrativo de Cundinamarca en consecuencia concluyó, acertadamente, que en el ingreso base de 
liquidación de la pensión debe realizarse según las prescripciones establecidas en la Ley 100 de 1993 y el Decreto 
1158 de 1994, esto es, con la inclusión de los factores salariales de los últimos 10 años de servicios. 

En ese orden, concluye la Sala que debe revocarse la decisión proferida por la Sección Cuarta y en su lugar negar 
las pretensiones de la demanda, atendiendo a que la decisión proferida por la autoridad judicial acusada no comporta 
una vulneración de los derechos fundamentales alegados por la actora, toda vez que ante la existencia de un criterio 
divergente entre la Corte Constitucional y la Sección Segunda del Consejo de Estado, debía prevalecer el del Tribunal 
Constitucional por estar contenido en la Sentencia de Unificación 230 de 2015 cuya ratio decidendi, indica que IBL 
aplicable a los regímenes de transición es el del artículo 36 de la Ley 100 de 1993….” 

De igual manera la Honorable Corte Constitucional ha reiterado en la Sentencia 

SU – 427 de 2016, M.P. Dr. Luis Guillermo Guerrero Perez, lo señalado 

anteriormente en Sentencia SU 230 de 2015, referente a la interpretación del 

régimen de Transición establecido en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993. 

 

Y continuando con las consideraciones sobre el tema del régimen de transición 

de la ley 100 de 1993, y la aplicación de la liquidación pensional, la H. Corte 

Constitucional profirió la Sentencia SU 395 de 2017, y en comunicado de Prensa 

No. 36, indica lo siguiente: 
 

“Examinadas estas aproximaciones en contraste con la jurisprudencia constitucional elaborada 

en la materia, la Sala Plena consideró en términos generales que, de conformidad con lo 

decidido en la Sentencia C-168 de 1995 y C-258 de 2013, a los beneficiarios del régimen de 

transición se les debe aplicar el Ingreso Base de Liquidación (IBL) establecido en el artículo 21 y 

el inciso 3 del artículo 36 de la ley 100 de 1993, es decir, el que corresponde al promedio de los 

salarios o rentas sobre los cuales ha cotizado el afiliado durante los diez años anteriores al 

reconocimiento pensional, debido a que es la interpretación normativa que mejor se ajusta a 

los principios constitucionales de equidad, eficiencia, y solidaridad del artículo 48 Superior, a la 

cláusula del Estado Social de Derecho, y que evita los posibles casos de evasión y fraude al 

sistema. En ese contexto, resaltó que la liquidación de pensiones de regímenes especiales no 

puede incluir todos los factores salariales, en tanto solo deben incorporarse aquellos que sean 

directamente remunerativos del servicio sobre los cuales los beneficiarios hayan realizado los 

correspondientes aportes. Interpretación que, según pudo constatarse, ha sido reafirmada por 

la propia Corte Constitucional en las providencias T-078 de 2014, A-326 de 2014, SU-230 de 2015, 

T-060 de 2016, SU-427 de 2016 y SU-210 de 2017, en la que se ha dejado en claro que el modo 

de promediar la base de liquidación no pueden ser la estipulada en la legislación anterior, en 

razón a que el régimen de transición solo comprende los conceptos de edad, monto y semanas 

de cotización y excluye el Ingreso Base de Liquidación”… 

 

Además, la Sentencia SU 023 de 2018 de la H. Corte Constitucional, en la cual señaló claramente 

la reglas de interpretación del Régimen de Transición establecido en la Ley 100 de 1993, de la 

cual traemos unos apartes: 

 
1.1.1. “Reglas de la jurisprudencia constitucional aplicables al régimen de transición y, en particular, al IBL 

 

1. Como conclusión del análisis que antecede, las principales reglas jurisprudenciales, en cuanto al alcance del 

régimen de transición que estatuyó el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, derivadas del ejercicio del control 

abstracto de constitucionalidad (Sentencia C-258 de 2013) y del alcance de los derechos fundamentales que 

involucra, decantadas en las sentencias de unificación antes citadas, son las siguientes:  

 

2. (i) El régimen de transición no puede caracterizarse como una especie de derecho adquirido sino de 

expectativa. 

 

                                                                   
2 De conformidad con el artículo 21 de la Ley 100 de 1993. 
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3. (ii) El régimen de transición tenía como fecha final el 31 de julio de 2010, excepto para quienes hubiesen 

cotizado, al menos, 750 semanas al 25 de julio de 2005, momento en el cual entró en vigencia el Acto 

Legislativo 01 de 2005; para estas personas, dicho régimen se mantuvo hasta el 31 de diciembre de 2014, 

con el fin de que pudieran reunir los requisitos para ser acreedores a la pensión de vejez. Para estos últimos 

efectos, el derecho debía consolidarse hasta el 31 de diciembre de 2014. 

 

4. (iii) El régimen de transición está restringido a tres categorías de trabajadores: (i) mujeres que al 1 de abril 

de 1994 tuvieran 35 años de edad o más; (ii) hombres que al 1 de abril de 1994 tuvieran 40 años de edad o 

más; y (iii) trabajadores que hubieren acreditado 15 o más años de servicios cotizados al 1 de abril de 1994 

(750 semanas) sin consideración de su edad. 

 

5. (iv) A los beneficiarios del régimen de transición les son aplicables las reglas previstas en las normas 

anteriores a la Ley 100 de 1993 sobre: (i) edad para consolidar el derecho; (ii) tiempo de servicios o semanas 

cotizadas; y (iii) monto de la pensión. 

 

6. (v) El monto corresponde a la tasa de reemplazo o, en términos de la Corte Suprema de Justicia, al porcentaje 

que se aplica al calcular la pensión. 

 

7. (vi) El Ingreso Base de Liquidación (IBL), para el caso de las personas a las que se refiere el inciso 2º del 

artículo 36 de la Ley 100 del año 1993 (regla iii supra), es el que regula el inciso 3º del referido artículo 36, 

en concordancia con el artículo 21 ibídem y otras normas especiales en la materia. 

 

8. (vii) Los factores constitutivos de salario, que deben tenerse en cuenta para calcular el monto de la pensión 

de jubilación, por un lado, deben valorarse según las consideraciones de la sentencia SU-395 de 2017 y, por 

el otro, tienen que ser específicamente calculados para cada caso en concreto. 

 

9. (viii) La acreditación del carácter subsidiario de la acción de tutela, en los términos de las sentencias SU-

427 de 2016 y SU-631 de 2017, a pesar de que se cuente con la posibilidad de agotar los recursos ordinarios 

y, eventualmente, el recurso extraordinario de revisión que regulan los artículos 19 y 20 de la Ley 797 de 

20033, está supeditada, a que se trate de un supuesto de “abuso palmario del derecho”. Este se configura, 

si se constata (i) un caso de “vinculación precaria” en “un cargo de mayor jerarquía y remuneración” y, 

(ii) que hubiese conllevado a un “incremento excesivo en la mesada pensional”.”… 

 

Así mismo, el H. Consejo de Estado, Sala Plena, C.P. Cesar Palomino Cortes, en 

Sentencia de Unificación de fecha 28 de Agosto de 2018, Expediente 52001-23-

33-000-2012-00143-01, indica el Criterio de interpretación sobre el artículo 36 de 

la Ley 100 de 1993, de la cual extraemos lo siguiente: 

“96. La segunda subregla es que los factores salariales que se deben incluir en el IBL para la pensión de vejez de los servidores 

públicos beneficiarios de la transición son únicamente aquellos sobre los que se hayan efectuado los aportes o cotizaciones al 

Sistema de Pensiones.  

97. Esta subregla se sustenta en el artículo 1° de la Constitución Política que consagra el principio de solidaridad como uno de 

los principios fundamentales del Estado Social de Derecho.  

98. El artículo 48 constitucional define la Seguridad Social como “un servicio público de carácter obligatorio que se prestará bajo 

la dirección, coordinación y control del Estado, en sujeción a los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad, en los 

términos que establezca la Ley”. El legislador (artículo 2 de la Ley 100 de 1993) explica este principio como “[…] la práctica de 

la mutua ayuda entre las personas, las generaciones, los sectores económicos, las regiones y las comunidades bajo el principio 

del más fuerte hacia el más débil”.  

99. La interpretación de la norma que más se ajusta al artículo 48 constitucional es aquella según la cual en el régimen general 

de pensiones, previsto en la Ley 33 de 1985, solo los factores sobre los que se haya realizado el aporte o cotización 

                                                                   
3 El Acto Legislativo 01 de 2005 dispuso en su artículo 1 que el Legislador debía regular un procedimiento 

breve para la revisión de las pensiones reconocidas con abuso del derecho, o sin el cumplimiento de los 

requisitos establecidos en la ley o en las convenciones y laudos arbitrales válidamente celebrados. Esta 

disposición no ha sido objeto de desarrollo legislativo, por tanto, tal como se ha considerado a partir de las 

sentencias C-258 de 2013 y SU-230 de 2015, reiteradas en las sentencias SU-427 de 2016, SU-395 de 

2017 y SU-631 de 2017, el medio judicial procedente es el recurso extraordinario de revisión que 

contemplan los artículos 19 y 20 de la Ley 797 de 2003. 
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pueden incluirse como elemento salarial en la liquidación de la mesada pensional.   

 
100. De conformidad con el Acto Legislativo 01 de 2005 por el cual se adiciona el artículo 48, para adquirir el derecho a la pensión 
será necesario cumplir con la edad, el tiempo de servicio y las semanas de cotización. Para la liquidación de las pensiones sólo 
se tendrán en cuenta los factores sobre los cuales cada persona hubiere efectuado las cotizaciones.  
 
101. A juicio de la Sala Plena, la tesis que adoptó la Sección Segunda de la Corporación, en la sentencia de unificación del 4 de 

agosto de 2010, según la cual el artículo 3 de la Ley 33 de 1985 no señalaba en forma taxativa los factores salariales que 

conforman la base de liquidación pensional, sino que los mismos estaban simplemente enunciados y no impedían la inclusión 

de otros conceptos devengados por el trabajador durante el último año de prestación de servicio, va en contravía del pr incipio de 

solidaridad en materia de seguridad social. La inclusión de todos los factores devengados por el servidor durante el último año 

de servicios fue una tesis que adoptó la Sección Segunda a partir del sentido y alcance de las expresiones “salario” y “factor 

salarial”, bajo el entendido que “constituyen salario todas las sumas que habitual y periodicamente recibe el empleado como 

retribución por sus servicios” con fundamento, además, en los principios de favorabilidad en materia laboral y progresividad; sin 

embargo, para esta Sala, dicho criterio interpretativo traspasa la voluntad del legislador, el que, por virtud de su libertad  de 

configuración enlistó los factores que conforman la base de liquidación pensional y a ellos es que se debe limitar dicha base. 

102. La Sala Plena de lo Contencioso Administrativo considera que el tomar en cuenta solo los factores sobre los que se han 

efectuado los aportes, no afecta las finanzas del sistema ni pone en riesgo la garantía del derecho irrenunciable a la pensión del 

resto de habitantes del territorio colombiano, cuya asegurabilidad debe el Estado, en acatamiento de los principios 

constitucionales de universalidad y eficiencia. 

103. Por el contrario, con esta interpretación (i) se garantiza que la pensión de los beneficiarios de la transición se liquide 

conforme a los factores sobre los cuales se ha cotizado; (ii) se respeta la debida correspondencia que en un sistema de 

contribución bipartita debe existir entre lo aportado y lo que el sistema retorna al afiliado y (iii) se asegura la viabilidad financiera 

del sistema… 

… FALLA 
Primero: Sentar como jurisprudencia del Consejo de Estado frente a la interpretación del artículo 36 de la Ley 100 de 1993, que 

consagra el régimen de transición pensional, lo siguiente: 

1. El Ingreso Base de Liquidación del inciso tercero del artículo 36 de la Ley 100 de 1993 hace parte del régimen de transici ón 

para aquellas personas beneficiarias del mismo que se pensionen con los requisitos de edad, tiempo y tasa de reemplazo del 

régimen general de pensiones previsto en la Ley 33 de 1985. 

2. Para los servidores públicos que se pensionen conforme a las condiciones de la Ley 33 de 1985, el periodo para liquidar la 

pensión es: 

- Si faltare menos de diez (10) años para adquirir el derecho a la pensión, el ingreso base de liquidación será (i) el 
promedio de lo devengado en el tiempo que les hiciere falta para ello, o (ii) el cotizado durante todo el tiempo, el que 
fuere superior, actualizado anualmente con base en la variación del Índice de Precios al consumidor, según certificación 
que expida el DANE. 

- Si faltare más de diez (10) años, el ingreso base de liquidación será el promedio de los salarios o rentas sobre los 
cuales ha cotizado el afiliado durante los diez (10) años anteriores al reconocimiento de la pensión, actualizados 
anualmente con base en la variación del índice de precios al consumidor, según certificación que expida el DANE. 

3. Los factores salariales que se deben incluir en el IBL para la pensión de vejez de los servidores públicos beneficiarios de la 

transición son únicamente aquellos sobre los que se hayan efectuado los aportes o cotizaciones al Sistema de Pensiones.  

Segundo: Advertir a la comunidad en general que las consideraciones expuestas en esta providencia, en relación con los temas 

objeto de unificación, son obligatorias para todos los casos en discusión tanto en vía administrativa como judicial, en atención a 

lo expuesto en la parte motiva de esta providencia. 

De igual manera, debe precisarse que los casos respecto de los cuales ya ha operado la cosa juzgada, en virtud del principio de 

seguridad jurídica, resultan inmodificables. 

Tercero: Las pensiones que han sido reconocidas o reliquidadas en el régimen de transición, con fundamento en la tesis que 

sostenía la Sección Segunda del Consejo de Estado, no pueden considerarse que lo fueron con abuso del derecho o fraude a la 

ley.  

Cuarto: Revocar la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo de Nariño -Sala de Decisión Oral- el 5 de julio de 2013. En 

su lugar, negar las pretensiones de la demanda. 
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Quinto: Efectuar las anotaciones correspondientes en el programa «Justicia Siglo XXI» y ejecutoriada esta providencia devolver 

el expediente al Tribunal de origen.” 

 

Excepción previa  

 

Falta de agotamiento de la vía gubernativa e inepta demanda: La reclamación 

administrativa se agota cuando la entidad administrativa decida sobre 

la reclamación presentada, pero si no responde se entiende agotada luego de 

transcurrido un mes de presentada la reclamación, se propone esta excepción 

en cuanto el acto acusado no fue objeto de recurso procedentes en su debida 

oportunidad, de igual manera no se ha realizado los requerimiento necesarios 

ante la entidad que represento. 

 

Excepciones de Merito o de Fondo 

 

Se proponen como excepciones las siguientes: 

 

 Falta de requisitos pensionales o inexistencia de obligación: Se plantea 

esta excepción pues al estar amparado el acto acusado con presunción 

de legalidad, que debe el actor atacar y demostrar, tenemos que no 

existe obligación por parte de la entidad demandada a la reliquidación 

pago de la pensión de jubilación. 

 

 Prescripción: En caso tal, que el fallador encuentre que el acto acusado 

no se ajusta a las normas aplicables al caso, y con las pruebas obrantes 

en el proceso determine que hay lugar a la reliquidación de la pensión de 

vejez, se solicita se declare la prescripción de las mesadas pensionales, 

que superen los tres años, conforme a las normas pertinentes: artículo 41 

del Decreto 3135 de 1968, que señala: 

“ARTICULO 41. Las acciones que emanen de los derechos consagrados en este 

Decreto prescribirán en tres años, contados desde que la respectiva obligación 

se haya hecho exigible. El simple reclamo escrito del empleado o trabajador 

ante la autoridad competente, sobre un derecho o prestación debidamente 

determinado, interrumpe la prescripción, pero sólo por un lapso igual.”  

Y respecto de este concepto ha señalado el Honorable Consejo de Estado, lo 

siguiente:  

“CONSEJO DE ESTADO,SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO,SECCION 

SEGUNDA, SUBSECCION “B”, Consejero ponente: JESUS MARIA LEMOS 

BUSTAMANTE, Bogotá D.C., tres (3) de noviembre de dos mil cinco (2005).- 

 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO – En a sentencia puede decidir sobre las excepciones 

propuestas y sobre cualquier otra que encuentre probada / EXCEPCIONES 

PROBADAS EN PROCESO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO – El Juez puede decidir 

sobre ellas en el proceso / PRESCRIPCION DE DERECHOS LABORALES – Tal 

excepción puede ser decretada por el Juez aunque no haya sido alegada / 

NIVELACION SALARIAL DE ESCRIBIENTE – Procede únicamente desde la fecha de 

su vinculación 
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De otro lado debe indicarse que, independientemente de que la entidad 

accionada no hubiese alegado la prescripción de los derechos laborales como 

efecto de la aplicación del artículo 41 del Decreto 3135 de 1968, conforme al 

artículo 164, inciso 2, del Código Contencioso Administrativo, en la sentencia 

definitiva puede el juez administrativo decidir sobre las excepciones propuestas 

y sobre cualquier otra que el fallador encuentre probada. En consecuencia, 

como el Tribunal encontró probada la excepción de prescripción de los 

derechos laborales, tomando en consideración la fecha en la cual se 

reclamaron los derechos respectivos, 4 de agosto de 2000, y que sólo a partir del 

10 de junio de 1998 la actora entró a ocupar el cargo de Escribiente, grado 5, 

con el correlativo desconocimiento de sus derechos laborales, sólo desde esta 

última fecha puede reconocérsele la nivelación salarial demandada, motivo 

por el cual la decisión del a quo al decretar la excepción de prescripción, así no 

hubiera sido alegada por la contraparte, fue legalmente tomada. De lo anterior 

se colige que no es viable el reconocimiento de la nivelación salarial reclamada 

desde el 23 de marzo de 1993 y debe mantenerse la fecha establecida por el 

Tribunal, 10 de junio de 1998.” 

 

Por lo anterior, se solicita se nieguen las pretensiones de la demanda y se 

absuelva a UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 

CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL “UGPP” de las 

mismas. 

 

PRUEBAS 

 

 

1. Solicito sea tenido en cuenta el expediente administrativo con el que se 

resolvió la solicitud del reconocimiento de la pensión del demandante, y 

que se adjunta con está contestación.  

 

2. Las que el juez de oficio considere pertinentes con la finalidad de que se 

dicte sentencia conforme a derecho. 

 

NOTIFICACIONES 

La suscrita las recibirá en la secretaría del Despacho o en el correo electrónico 

auracordobaabogado@gmail.com  

A la entidad demandada en la Calle 19 No. 68 A – 18, Bogotá D.C. Dirección 

Electrónica notificacionesjudicialesugpp@ugpp.gov.co 

Atentamente,  
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Contestación a la demanda Ministerio de Hacienda Proceso No. 44-001-33-40-002-
2018-00380-00 (EMAIL CERTIFICADO de notificacionesjudiciales@minhacienda.gov.co)

EMAIL CERTIFICADO de Notificaciones Judiciales <399151@certificado.4-72.com.co>
Jue 16/12/2021 10:31
Para:  Juzgado 02 Administrativo - La Guajira - Riohacha <j02admctorioha@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Buen Día
 
Señora Juez
Dr. Kelly Nieves Chamorro
JUZGADO SEGUNDO (2°) MIXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE RIOHACHA
 
Referencia:                            Contestación Demanda
Medio de Control:                Nulidad y restablecimiento del derecho
Radicado:                            44-001-33-40-002-2018-00380-00
Demandante:                      GLORIA MARINA HABID DAVID
Demandado:                         NACIÓN – MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO –Y OTROS
 
 

YENNY PAOLA PELÁEZ ZAMBRANO, identificada con la cédula de ciudadanía No. 1.022.382.430 de Bogotá y portadora de

la tarjeta profesional No. 252.962 del Consejo Superior de la Judicatura, obrando en mi condición de apoderada judicial de la

NACIÓN – MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO procedo a CONTESTAR LA DEMANDA DE NULIDAD Y

RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO, dentro del proceso de la referencia.
 
Atentamente,
 

YENNY PAOLA PELÁEZ ZAMBRANO

C.C. No. 1.022.382.430 de Bogotá
T.P. No. 252.962 del C. S. de la J.

 
 

Notificaciones Judiciales 


notificacionesjudiciales@minhacienda.gov.co

Carrera 8 No. 6 C 38 - Código Postal 111711 

Conmutador (57) 601 3811700 Extensión: 

Bogotá D.C. Colombia 
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4.2.0.1.  Grupo de Representación Judicial 
 
 
 
 
 
Señora Juez 
Dr. Kelly Nieves Chamorro 
JUZGADO SEGUNDO (2°) MIXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE RIOHACHA 
Correo electrónico: j02admctorioha@cendoj.ramajudicial.gov.co 
 
Radicado entrada 1-2021-104314 
No. Expediente 7983/2021/RCO 
 
 

ASUNTO:             CONTESTACIÓN DEMANDA 
PROCESO            NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
RADICADO:               No. 44-001-33-40-002-2018-00380-00  
DEMANDANTE: GLORIA MARINA HABID DAVID 
DEMANDADOS: NACIÓN – MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO –Y 
OTROS 

   
YENNY PAOLA PELAEZ ZAMBRANO, identificada como aparece al pie de mi firma, mayor de edad, 
domiciliada y residente en la ciudad de Bogotá D.C., abogada en ejercicio con tarjeta profesional No 252.962 
del Consejo Superior de la Judicatura, de conformidad con el poder otorgado y que obra en el expediente 
judicial del Despacho, estando dentro del término, procedo a contestar la demanda de la referencia en los 
siguientes términos: 
 

1.- PRONUNCIAMIENTO RESPECTO A LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA 
 
Por ser totalmente improcedentes, el Ministerio de Hacienda y Crédito Público de manera general se opone 
a cada una de las pretensiones, declaraciones y condenas que se pretendan imponer en su contra. 
 
Por mandato del artículo 5° de la Ley 489 de 1998, esta Cartera Ministerial tan solo se encuentra facultada 
exclusivamente para ejercer funciones asignadas de manera expresa por la ley, dentro de las cuales no se 
encuentra ninguna encaminada a la determinación de obligaciones parafiscales asumidas por otra Entidad.  
En ese sentido el Ministerio no tiene ninguna obligación directa ni indirecta, solidaria ni subsidiaria, con la 
parte actora ni con las pretensiones de su demanda. 
 
Por precepto de los artículos 6 y 121 de la Carta Política, los empleados del Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público solo pueden hacer lo que la Constitución y la ley les permita según la competencia asignada, por lo 
que les está prohibido ejercer otras funciones. En tal sentido la parte actora no demanda la nulidad de un 
acto administrativo expedido por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, luego no es la entidad que 
represento la que origina el acto presuntamente ilegal, y el efecto restablecedor solo es predicable de las 
partes que promovieron tal situación, que para el caso que nos ocupa, dicha conducta no proviene de este 
Cartera. 
 
Claro es entonces que, si esta cartera no tiene obligación alguna frente a las pretensiones de la demanda, 
también es claro que estas no pueden prosperar en contra nuestra.  
 

2.- PRONUNCIAMIENTO RESPECTO A LOS HECHOS DE LA DEMANDA 
 

Las consideraciones de orden fáctico que aduce la parte actora, son situaciones que no le constan a esta 
entidad, puesto que versan sobre circunstancias en las que el Ministerio de Hacienda y Crédito Público no 
ha asumido responsabilidad ni compromiso alguno, ya que las mismas obedecen actuaciones que se 
surtieron ante otras entidades, y se adelantaron sin la concurrencia de este Ministerio, razón por la que le 
corresponde a tales autoridades hacer la respectiva manifestación, considerando que a esta entidad no le 
constan los tramites que se desarrollaron y que originaron la presente demanda. 

Radicado: 2-2021-066636

Bogotá D.C., 16 de diciembre de 2021 10:25
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Lo anterior, aunado a que los hechos, omisiones y pretensiones de nulidad no lo identifican como sujeto 
concernido legalmente, ni en parte alguna se establece relación jurídica con los actos administrativos que 
allí se cuestionan y menos aún con las formas de restablecimiento solicitadas.  
 

3.- FUNDAMENTOS Y RAZONES DE LA DEFENSA  
 
DEL RÉGIMEN PENSIONAL DE LOS DOCENTES 
 
Que los artículos 279 de la Ley 100 de 1993 y 81 de la Ley 812 de 26 de junio de 2003, determina que las 
personas vinculadas al servicio educativo a partir de la entrada en vigencia de esta norma, se encuentran 
amparadas por el régimen pensional de prima media establecido en las Leyes 100 de 1993 y 797 de 2003. 
  
Por su parte, a los docentes vinculados con anterioridad a la Ley 812 de 2003 se les aplican las disposiciones 
anteriores, mandato que fue ratificado por el parágrafo transitorio 1 del Acto Legislativo 001 de 22 de julio 
2005, el cual expone: 
  

“(…) PARÁGRAFO TRANSITORIO 1. El régimen pensional de los docentes nacionales, 
nacionalizados y territoriales, vinculados al servicio público educativo oficial es el establecido para 
el Magisterio en las disposiciones legales vigentes con anterioridad a la entrada en vigencia de la 
Ley 812 de 2003, y lo preceptuado en el artículo 81 de esta. Los docentes que se hayan vinculado 
o se vinculen a partir de la vigencia de la citada ley, tendrán los derechos de prima media 
establecidos en las leyes del Sistema General de Pensiones, en los términos del artículo 81 de la 
Ley 812 de 2003 (…)”. 

  
En el presente caso, comoquiera que el actor estuvo vinculado al servicio docente desde 1980 se le aplica 
el régimen establecido para el Magisterio en las disposiciones vigentes con anterioridad a la entrada en 
vigencia de la Ley 100 de 1993, es decir, la Ley 91 de 198931, que en su artículo 15, señaló: 
  

“(…) A partir de la vigencia de la presente Ley el personal docente nacional y nacionalizado y el que 
se vincule con posterioridad al 1 de enero de 1990 será regido por las siguientes disposiciones: 
  
1.- Los docentes nacionalizados que figuren vinculados hasta el 31 de diciembre de 1989, para 
efectos de las prestaciones económicas y sociales, mantendrán el régimen prestacional que han 
venido gozando en cada entidad territorial de conformidad con las normas vigentes. 
  
Los docentes nacionales y los que se vinculen a partir del 1 de enero de 1990, para efectos de las 
prestaciones económicas y sociales se regirán por las normas vigentes aplicables a los empleados 
públicos del orden nacional, Decretos 3135 de 1968, 1848 de 1969 y 1045 de 1978, o que se 
expidan en el futuro, con las excepciones consagradas en esta Ley (…)”. 

  
Asimismo, el artículo 3º del Decreto 2277 de 1979, dispone que los educadores que prestan sus servicios 
en entidades oficiales de orden nacional o territorial, son empleados oficiales de régimen especial; y, en 
cuanto al régimen pensional, los docentes vinculados antes de la Ley 812 de 2003, como es el caso de la 
actora, están sometidos a lo regulado en las Leyes 33 y 63 de 1985, el cual, en su artículo 3º estableció 
que los factores que deben servir para determinar la base de liquidación, eran todos aquellos que hubieren 
servido de base para calcular los aportes. 
 

DEL PRECEDENTE JURISPRUDECIAL VICULANTE Y APLICABLE AL CASO EN PARTICULAR 

Bajo el contexto normativo anteriormente referido el Consejo de Estado ha consolidado respecto al régimen 
pensional de los docentes las siguientes reglas: 
 

(…)  
 
51. En criterio de la Sala, los factores que hacen parte de la base de liquidación y sobre los cuales 
se deben hacer los aportes en el régimen general de pensiones de la Ley 33 de 1985, son 
únicamente los señalados de manera expresa en el mencionado artículo 1º de la Ley 62 de 1985.  
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52. Luego entonces, los factores que deben incluirse en la base de la liquidación de la pensión de 
jubilación de los docentes bajo el régimen general de la Ley 33 de 1985 son: asignación básica, 
gastos de representación; primas de antigüedad, técnica, ascensional y de capacitación; 
dominicales y feriados; horas extras; bonificación por servicios prestados; y trabajo suplementario 
o realizado en jornada nocturna o en día de descanso obligatorio.  
 
53. La Ley 91 de 1989 estableció en el artículo 8º un esquema de cotizaciones o aportes de la 
Nación como empleadora, y de los docentes como trabajadores, distinto al de los empleados 
públicos del orden nacional. En el mencionado artículo 8º, que contiene los recursos con los que se 
financia el Fomag, se incluyeron en los numerales 1 y 3, el 5% del sueldo básico mensual del 
personal afiliado al Fondo, y el 8 % equivalente al aporte de la Nación sobre “los factores salariales 
que forman parte del rubro de pago por servicios personales de los docentes”, respectivamente. 
 
(…)  
 
62. La Sección Segunda en su función unificadora, salvaguardando los principios constitucionales 
de igualdad y seguridad jurídica, acoge el criterio de interpretación sobre los factores salariales que 
se deben tener en cuenta para la liquidación de la mesada pensional en el régimen de la Ley 33 de 
1985 que fijó la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo y sienta jurisprudencia frente a los 
factores que se deben tener en cuenta para la liquidación de la pensión ordinaria de jubilación de 
los docentes del servicio público oficial afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio vinculados antes de la vigencia de la Ley 812 de 2003, fijando la siguiente regla:  
 
• En la liquidación de la pensión ordinaria de jubilación de los docentes vinculados antes de la 
vigencia de la Ley 812 de 2003, que gozan del mismo régimen de pensión ordinaria de jubilación 
para los servidores públicos del orden nacional previsto en la Ley 33 de 1985, los factores que se 
deben tener en cuenta son solo los factores sobre los que se hayan efectuado los respectivos 
aportes de acuerdo con el artículo 1º de la Ley 62 de 1985, y por lo tanto, no se puede incluir 
ningún factor diferente a los enlistados en el mencionado artículo.  
 
63. Con esta regla se sienta una postura interpretativa distinta a la que sostenía la Sección Segunda 
a partir de la sentencia del 4 de agosto de 2010, según la cual, en la base de liquidación de la 
pensión de jubilación ordinaria de los docentes se incluían todos los factores salariales devengados 
durante el último año de servicios.  
 
64. De acuerdo con el Acto Legislativo 01 de 2005 “Para la liquidación de las pensiones sólo se 
tendrán en cuenta los factores sobre los cuales cada persona hubiere efectuado las cotizaciones”. 
Los docentes no están exceptuados de esta disposición para el goce de la pensión ordinaria de 
jubilación. Por lo que, en el ingreso base de liquidación de esta pensión solo pueden ser tenidos en 
cuenta los factores sobre los que se aporta y que están contenidos en el artículo 1º de la Ley 62 de 
1985.  
 
65. La regla que rige para el ingreso base de liquidación en la pensión de jubilación de los docentes 
es la prevista en la Ley 33 de 1985 en cuanto a periodo y factores. Lo que quiere decir que el 
periodo es el de un (1) año y los factores son únicamente los que se señalan en el artículo 1º de la 
Ley 62 de 1985 que modificó el artículo 3º de la Ley 33 de 1985.  
 
66. Los docentes, como ya lo precisó la Sala, están exceptuados del Sistema General de Pensiones, 
por lo que no les aplica el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 que establece un régimen de transición 
y fija reglas propias para el Ingreso Base de Liquidación al disponer que: “El ingreso base para 
liquidar la pensión de vejez de las personas referidas en el inciso anterior que les faltare menos de 
diez (10) años para adquirir el derecho, será el promedio de lo devengado en el tiempo que les 
hiciere falta para ello, o el cotizado durante todo el tiempo si este fuere superior, actualizado 
anualmente con base en la variación del Índice de Precios al consumidor según certificación que 
expida el DANE”. Por la misma razón, tampoco les aplica la regla sobre Ingreso Base de Liquidación 
prevista en el artículo 21 de la Ley 100 de 1993 que fija en 10 años el periodo que se debe tomar 
para la liquidación de la mesada pensional.  
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67. En resumen, el derecho a la pensión de jubilación de los docentes vinculados a partir del 1 de 
enero de 1981 nacionales y nacionalizados y de los nombrados a partir del 1 de enero de 1990, de 
acuerdo con las Leyes 91 de 1989 y 33 de 1985, se rige por las siguientes reglas:  
 
✓ Edad: 55 años  
✓ Tiempo de servicios: 20 años  
✓ Tasa de remplazo: 75%  
✓ Ingreso Base de Liquidación: Este componente comprende i) el período del último año de servicio 
docente y ii) los factores que hayan servido de base para calcular los aportes previstos en la Ley 
62 de 1985, que son: asignación básica, gastos de representación; primas de antigüedad, técnica, 
ascensional y de capacitación; dominicales y feriados; horas extras; bonificación por servicios 
prestados; y trabajo suplementario o realizado en jornada nocturna o en día de descanso 
obligatorio.”1 

 
Las anteriores reglas dispuestas en la sentencia de unificación SUJ-014-CE-S2 -2019 constituyen precedente 
jurisprudencial vinculante al interior de la jurisdicción contenciosa administrativa y en tal sentido deberá 
aplicarse en el caso en particular, conllevando para el efecto a la negativa de las pretensiones, puesto que 
dentro de la documental obrante no se evidencia que durante el tiempo laboral que dio lugar al 
reconocimiento pensional se hubieren efectuado aportes sobre los factores salariales solicitados por la 
demandante, concluyendo sin lugar a dudas la improcedencia de las pretensiones y su consecuente negativa 
por parte de la operadora judicial. 
 
EL MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO NO ES ADMINISTRADORA DE PENSIONES 
 
Los Ministerios son entidades creadas por la ley, hacen parte de la organización y funcionamiento de la 
Administración Pública, y sus objetivos, funciones y responsabilidades son las señaladas por la Ley. Entre 
todas estas atribuciones asignadas por la Ley al Ministerio de Hacienda y Crédito Público, no se encuentra 
ninguna que le dé el carácter de administradora de un régimen de pensiones, ni que pudiera contraer o 
asumir obligaciones de carácter pensional. 
 
Conforme queda expuesto en los anteriores acápites de este escrito, el Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público no ocupa lugar en la presente demanda como sujeto pasivo de la misma, puesto que nunca ha 
sostenido ni sostiene vínculo de ninguna índole con la reclamante ni el causante, como tampoco ha recibido 
por norma legal la función de administradora de pensiones ni de obligado a ningún título frente a las 
prestaciones que debe reconocer y pagar la entidad territorial. 
 
El Ministerio de Hacienda y Crédito Público es un ente técnico que tiene la función primordial de responder 
por la política macroeconómica del Estado y no tiene dentro de sus funciones y competencias, la de 
intervenir ante las entidades administradoras de pensiones, como en este caso la UGPP, para que se 
resuelvan solicitudes como la que presenta la accionante. 
 
EL MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO NO REPRESENTA A LA UGPP 
 
De conformidad con lo establecido en el artículo 159 del Código de procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo, en cuanto a la representación de las entidades públicas, se advierte lo 
siguiente: 
 

“Las entidades públicas y las privadas que cumplan funciones públicas podrán obrar como 
demandantes, demandadas o intervinientes en los procesos Contencioso Administrativos, por medio 
de sus representantes, debidamente acreditados. Ellas podrán incoar todas las acciones previstas 
en este código si las circunstancias lo ameritan. 
 
En los procesos contencioso administrativos la Nación estará representada por el 
ministro, director de departamento administrativo, superintendente, Registrador Nacional del 

                                                 
1 Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda. Sentencia de unificación jurisprudencial SUJ-014-CE-S2 -2019. 
Expediente: 680012333000201500569-01 (0935-17) de 25 de abril de 2019. 
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Estado Civil, Fiscal General, Procurador o Contralor o por la persona de mayor jerarquía en la 
entidad que expidió el acto o produjo el hecho.  
 
El Presidente del Senado representa a la Nación en cuanto se relacione con el Congreso. La Nación-
Rama Judicial estará representada por el director ejecutivo de administración judicial. En los 
procesos sobre impuestos, tasas o contribuciones, la representación de las entidades públicas la 
tendrán el director general de Impuestos y Aduanas Nacionales en lo de su competencia, o el 
funcionario que expidió el acto. (…)” (Negrilla fuera de texto original) 

 
En consonancia con lo expuesto, resulta necesario resaltar que la Unidad Administrativa Especial de Gestión 
Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social (UGPP) es una entidad administrativa del 
orden nacional con personería jurídica, autonomía administrativa y patrimonio independiente, adscrita al 
Ministerio de Hacienda y Crédito Público, naturaleza jurídica que determina la faculta de representación por 
parte de la UGPP, así mismo resulta importante aclarar que el hecho de que dicha entidad se encuentre 
adscrita a esta Cartera Ministerial no implica perse la representación legal ni judicial de este Ministerio sobre 
dicha entidad, así como tampoco ninguna asunción en materia obligacional. 
 
Por lo anterior, es claro que la UGPP de acuerdo a las atribuciones legales a ella otorgadas, tiene autonomía 
administrativa, jurídica y patrimonial para comparecer al proceso. 
 

4.- EXCEPCIONES 
 
Señora Juez, me permito solicitar se sirva declarar como probadas las siguientes excepciones previas que 
aquí se enuncian, además de cualquier otra que resulte acreditada en el proceso y que por ello deba ser 
acogida de oficio, en los términos del artículo 180 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo modificado por el artículo 40 de la Ley 2080 de 2021. 
 
PREVIAS 
 
4.1 FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA RESPECTO DE LA PARTE PASIVA DEL MINISTERIO 
DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO 
 
En el estudio de la titularidad de los derechos de acción y contradicción respecto de las pretensiones de la 
demanda y por tanto el interés jurídico sustancial que le asiste en las resultas del proceso, la Legitimación 
en la causa se constituye en un presupuesto procesal y una condición previa y necesaria  para que el juez 
a la hora de dictar sentencia pueda acceder favorablemente a las pretensiones de la demanda2. 
 
Aunado a lo anterior, es de señalar que la legitimación en la causa ha sido definida por el Consejo de Estado, 
así3: 
 

“La legitimación en la causa hace referencia a la posibilidad de que la persona formule o contradiga 
las pretensiones de la demanda, por ser el sujeto activo o pasivo con interés en la relación jurídica 
sustancial debatida en el proceso. Como se observa, las personas con legitimación en la causa, se 
encuentran en relación directa con la pretensión, ya sea desde la parte activa, como demandante, 

                                                 
2Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 29 de febrero de 2016, Exp: Rad: 
730012331000 1997 15557 01 (36.305) Consejero Ponente: Jaime Orlando Santofimio Gamboa. 

 
“3 En la verificación de los presupuestos procesales materiales o de fondo, dentro de los cuales se encuentra la legitimación en la 
causa, compete a la Sala, antes de considerar las pretensiones planteadas en el libelo introductorio, analiza la legitimidad para obrar 
dentro del proceso de la parte actora o de quien acude como demandado y su interés jurídico en la pretensión procesal, pues la 
legitimación en la causa constituye una condición anterior y necesaria, entre otras, para dictar sentencia de mérito favorable 
al demandante o a las demandadas 2 

 
En primer lugar, en relación con la naturaleza jurídica de la noción de legitimación en la causa, en sentido amplio, la jurisprudencia 
constitucional se ha referido a la legitimación en la causa, como la “calidad subjetiva reconocida a las partes en relación e l interés 
sustancial que se discute en el proceso”2, de forma tal que cuando una de las partes carece de dicha calidad o condición, no 
puede el juez adoptar una decisión favorable a las pretensiones de la demanda2.” Subrayado y negrilla fuera del texto 

 
3 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Sala Plena – sentencia de unificación de jurisprudencia 
del 25 de septiembre de 2013, Consejero Ponente: Enrique Gil Botero, Radicación: 250002326000 1997 05033 (20420) 
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o desde la parte pasiva, como demandado. Un sector de la doctrina sostiene que la legitimación en 
la causa es la aptitud para ser parte en un proceso concreto, otro sector usa la terminología de la 
legitimación desde la ley sustancial, así: “Creemos que se precisa mejor la naturaleza de esa 
condición o calidad o idoneidad; así en los procesos contenciosos, la legitimación en la causa 
consiste, respecto del demandante, en ser la persona que de conformidad con la ley sustancial está 
legitimada para que por sentencia de fondo o mérito se resuelva si existe o no el derecho o la 
relación jurídica sustancial pretendida en la demanda, y respecto del demandado en ser la persona 
que conforme a la ley sustancial está legitimada para discutir u oponerse a dicha pretensión del 
demandante; y en los procesos de jurisdicción voluntaria consiste en estar legitimado por la ley 
sustancial para pedir que se hagan las declaraciones solicitadas en la demanda.” 

 
En relación con lo anterior, es de señalar que la legitimación en la causa se ha diferenciado entre la 
legitimación en la causa de hecho y la legitimación en la causa material, la primera de ellas se presenta por 
la vinculación que hace el demandante al demandado por atribuirle una conducta y la segunda se presenta 
cuando exista una conexión entre las partes y los hechos que dieron origen al litigio, es decir, para  quienes 
participaron realmente en la causa que dio origen a la formulación de la demanda, lo anterior, de 
conformidad con la jurisprudencia del H. Consejo de Estado que al respecto, ha señalado4: 
 

“(…) se refiere a la relación procesal que se establece entre el demandante y el demandado por 
intermedio de la pretensión procesal, es decir, se trata de una relación jurídica nacida de la 
atribución de una conducta en la demanda y de la notificación del libelo inicial al demandado, de 
manera que quien cita a otro y le endilga la conducta, actuación u omisión que dan lugar a que se 
incoe la acción, está legitimado de hecho por activa y aquél a quien se cita y se le atribuye la 
referida acción u omisión, resulta legitimado de hecho y por pasiva, después de la notificación del 
auto admisorio de la demanda (…) la legitimación material en la causa, supone la conexión entre 
las partes y los hechos constitutivos del litigio, ora porque resultaron perjudicadas, ora porque 
dieron lugar a la producción del daño (…)5” 

 
Es de señalar que el Ministerio de Hacienda –como se indicó- no puede de manera directa contradecir las 
pretensiones de la demanda en relación con el hecho que originó la presunta lesión al derecho subjetivo de 
la sociedad actora, es decir, frente a los actos administrativos particulares, porque no es sujeto pasivo de 
la relación jurídico sustancial, pues recordemos, que no fue participe en el proceso administrativo que dio 
lugar al reconocimiento pensional, precisamente porque este Ministerio no puede contradecir la pretensión 
desde la óptica de los citados actos administrativos particulares, y en segunda medida, porque desconoce 
las condiciones legales ejecutadas por la demandante y la UGPP. 
 
Finalmente, es de señalar que como quiera que la legitimación material en la causa es el factor que 
determina quiénes pueden ser objeto activo o pasivo de una decisión de fondo sobre las pretensiones 
formuladas en una demanda, y teniendo en cuenta que dentro de las funciones que le asigna el Decreto 
4712 del 15 de diciembre de 2008 “Por el cual se modifica la estructura del Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público” al Ministerio de Hacienda,  no se evidencia ninguna que  puede satisfacer las pretensiones de la 
demanda es incuestionable que este Ministerio carece de competencia para resolver lo pretendido por la 
accionante. 
 
Con fundamento en lo anterior, respetuosamente me permito solicitar a su H. Despacho DESVINCULE al 
Ministerio de Hacienda y Crédito Público del presente proceso, por configurarse la excepción de falta de 
legitimación material en la causa por pasiva de esta cartera. 
 
 
 
 
 
 
 

                                                 
4 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Consejero Ponente: Mauricio Fajardo Gómez, sentencia 
del 04 de febrero de 2010, exp: radicado: 70001 2331000 1995 05072 01 (17720)  
5 “43 Consejo de Estado, sentencias de 11 de noviembre de 2009, Exp. 18163; 4 de febrero de 2010, Exp.17720” 
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DE FONDO 
 
4.2 IMPROCEDENCIA DEL MEDIO DE CONTROL FRENTE AL MINISTERIO DE HACIENDA AL NO 
EXISTIR ACTO ADMINISTRATIVO EXPEDIDO POR ESTA CARTERA 
 
El objeto de la acción de nulidad y restablecimiento radica en que el juez de instancia anule los actos 
demandados y restituya el orden jurídico, para lo cual debe ordenarle a la entidad que profirió los actos 
administrativos o la obligada por Ley resarcir las pretensiones de la sociedad accionante, sin embargo, como 
se ha podido observar, no le compete al Ministerio de Hacienda satisfacer lo pedido, toda vez que no elaboró 
ni expidió los actos administrativos objeto de censura.  
 
Como se observa el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, en el presente asunto no tiene obligaciones 
de ninguna índole y por tal razón solicito la desvinculación de esta Cartera del proceso que nos convoca. 
 
4.3 LEGALIDAD DE LOS ACTOS ACUSADOS E IMPOSIBILIDAD DEL RESTABLECIMIENTO 
SOLICITADO   
 
Corresponde dar aplicación a la regla jurisprudencial establecida en la Sentencia de Unificación del 25 de 
abril de 2019, porque tal como allí se estableció, aquella se constituye en precedente vinculante y obligatorio 
para los casos que guardan identidad fáctica y que se encuentran pendientes de solución tanto en vía 
administrativa como judicial, en tal sentido el criterio de unificación dispuesto en dicha providencia fijó la 
regla referente: ingreso base de liquidación de la pensión de jubilación de los docentes oficiales vinculados 
antes de la entrada en vigencia de la Ley 812 de 2003 ‒como es el caso de la actora, quien ingresó al 
servicio el 8 de marzo de 1967 de acuerdo a lo expuesto en la resolución de reconocimiento pensional, los 
factores que deben tenerse en cuenta son únicamente aquellos sobre los que se hubieran efectuado los 
aportes, de acuerdo con el artículo 1 de la Ley 62 de 1985. 
 
Por lo anterior se tiene lo siguiente: 

FACTORES SALARIALES A INCLUIR EN LA PENSIÓN DE JUBILACIÓN 
La regla es que los factores salariales que se  
deben incluir en el IBL para la pensión de vejez de los 
docentes son únicamente aquellos sobre los que se  
hayan efectuado los aportes o cotizaciones al Sistema 
de Pensiones. […]» 
 
Factores Ley 62 de 1985: a) asignación básica  
mensual, b) gastos de representación, c) primas de 
antigüedad, técnica, ascensional y de capacitación  
cuando sean factor de salario, d) remuneración por 
trabajo dominical o  festivo, e) remuneración por 
trabajo suplementario o de horas extras, o  realizado 
en jornada nocturna, f) bonificación por servicios  
prestados 

Factores devengados y  
cotizados: asignación básica  
y gastos de representación.        

Los factores a  
computar  
son: asignación básica  
y gastos de  
representación.  

 
 
En resumen, la pensión de vejez de la parte demandante bajo el régimen de transición, debía ceñirse al 
periodo de liquidación según el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 y los factores sobre los cuales realizó 
aportes, descritos en el Decreto 1158 de 1994.  
 
Al respecto, se observan los siguientes actos administrativos en el asunto:   
 

Acto reconocimiento  o 
reliquidación  pensión 

Norma  pensional  
aplicada 

Monto y Periodo Factores 

Resolución o. 004252 de 20 
de abril de 1999 

Ley 33 de 1985 75% del promedio de lo 
cotizado en el último año de 
servicio 

Para obtener el ingreso base 
de  liquidación de la presente 
prestación,  se tomaron los 
factores salariales  señalados 
en la   Ley 62 de1985 

 
En conclusión, no es procedente la reliquidación de la pensión de vejez con el promedio de todo lo  
devengado en el último año de servicio, ni con la inclusión de todos los factores salariales percibidos en tal  
período como lo deprecó la parte demandante, porque según la sentencia de unificación de la Sala Plena  

 p
d

Y
L

 i
1

k
W

 j
O

M
r 

k
E

p
0

 Z
j7

w
 r

u
0

e
 8

/A
=

V
a

lid
a

r 
d

o
c
u

m
e

n
to

 f
ir
m

a
d

o
 d

ig
it
a

lm
e

n
te

 e
n

: 
h

tt
p

:/
/s

e
d

e
e

le
c
tr

o
n

ic
a

.m
in

h
a

c
ie

n
d

a
.g

o
v
.c

o



 

 
Continuación oficio    Página 8 de 12 

 
 
 
 

 

 
Ministerio de Hacienda y Crédito Público 
Código Postal 111711 
PBX: (571) 381 1700   
Atención al ciudadano (571) 6021270 - Línea Nacional: 01 8000 910071 
atencioncliente@minhacienda.gov.co 
Carrera 8 No. 6C- 38 Bogotá D.C. 
www.minhacienda.gov.co 
 

de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado del 25 de abril de 2019el IBL aplicable para el  caso 
concreto correspondía al 75% del promedio de los salarios o rentas sobre los cuales cotizó el afiliado. 
 
4.4 EL MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICA NO ES LA ENTIDAD RESPONSABLE DE 
SATISFACER LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA 
 
El artículo 345 de la Constitución Política6consagra el principio de legalidad del presupuesto, sobre el cual 
la jurisprudencia 7 ha expresado que opera en dos instancias, pues tanto los ingresos como las erogaciones 
no sólo deben ser decretadas previamente, sino que, además, deben ser apropiadas en la Ley de 
presupuesto para ser efectivamente ejecutadas. 
 
Sobre el particular, la Corte Constitucional en sentencia C- 490 de 1994,8 expone: 
 

“Podría sostenerse que la función del Congreso de "establecer las rentas nacionales y fijar los gastos 
de la administración" (CP art. 15-11), referida a una materia de iniciativa gubernamental, 
comprende toda suerte de leyes que decreten gasto público. No obstante, este punto de vista ignora 
la naturaleza especial de la ley general de presupuesto - a la cual se remite el citado literal -, cuya 
función se contrae a estimar para el respectivo período fiscal los ingresos y establecer los gastos a 
los que se aplicarán, todo lo cual presupone la previa existencia de leyes distintas, unas que hayan 
arbitrado rentas y otras que hayan decretado gastos. (…)”  

 
Como se observa, en la legislación Colombiana el principio de legalidad involucra la incorporación de 
ingresos y de los gastos en el presupuesto; vale decir, para incluir estos recursos en la ley anual de 
presupuesto debe establecerse el monto de ingresos y, de otro lado, las erogaciones como una autorización 
máxima de gasto a los órganos que lo conforman; todo lo cual se sujeta, en todo caso, a las fuentes de 
gasto consagradas en el inciso segundo del artículo 346 de la Constitución Política.9 
 
Acorde a la disposición anterior, el Decreto 111 de 1996,10 establece que constituye título jurídico de gasto: 

 
“Artículo 38.  En el Presupuesto de Gastos sólo se podrán incluir apropiaciones que correspondan: 
 
(…)  
 
d) A gastos decretados conforme a la ley.” 

 
En este orden de ideas, es claro que la Dirección General del Presupuesto Público Nacional del Ministerio 
de Hacienda y Crédito Público elabora el proyecto de presupuesto con base en los anteproyectos y en las 
propuestas de gasto de mediano plazo que le presentan las entidades quienes gozan de autonomía 
presupuestal,11 la cual “supone la posibilidad de disponer, en forma independientemente, de los recursos 
aprobados en la Ley de Presupuesto”, facultad que está en cabeza del jefe del respectivo órgano. Por ello, 
cada entidad es competente para revisar, liquidar y pagar las prestaciones sociales a su cargo. 
 
Dentro de las competencias de este Ministerio en la programación presupuestal de los recursos a las 
entidades que hacen parte del Presupuesto General de la Nación, no está la de ser ejecutor directo de los 
                                                 
6 “Artículo 345. En tiempo de paz no se podrá percibir contribución o impuesto que no figure en el presupuesto de rentas, ni hacer 
erogación con cargo al Tesoro que no se halle incluida en el de gastos. Tampoco podrá hacerse ningún gasto público que no haya 
sido decretado por el Congreso, por las asambleas departamentales, o por los concejos distritales o municipales, ni transferir crédito 
alguno a objeto no previsto en el respectivo presupuesto”. 
7 Corte Constitucional, Sentencia C-772 de 1998 M.P. Fabio Morón Díaz. 
8 M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz. 
9 “En la ley de Apropiaciones no podrá incluirse partida alguna que no corresponda a un crédito judicialmente reconocido, o a un gasto 
decretado conforme a la ley anterior, o a uno propuesto por el Gobierno para atender debidamente el funcionamiento de las ramas 
del poder público, o el servicio de la deuda, o destinado a dar cumplimiento al Plan Nacional de Desarrollo”. 
10 “Por el cual se compilan la Ley 38 de 1989, la Ley 179 de 1994  y la  Ley  225  de  1995 que conforman  el  Estatuto  Orgánico  del 
Presupuesto” 
11 Estatuto Orgánico del Presupuesto “Articulo 110.  Los órganos que son una sección en el Presupuesto General de la Nación, 
tendrán la capacidad de contratar y comprometer a nombre de la persona jurídica de la cuál hagan parte, y ordenar el gasto en 
desarrollo de las apropiaciones incorporadas en la respectiva sección, lo que constituye la autonomía presupuestal a que se refieren 
la Constitución Política y la ley. Estas facultades estarán en cabeza del jefe de cada órgano quien podrá delegarlas en funcionarios 
del nivel directivo o quien haga sus veces, y serán ejercidas teniendo en cuenta las normas consagradas en el Estatuto General de 
Contratación de la Administración Pública y en las disposiciones legales vigentes.  
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mismos, sino programador de las solicitudes de gastos que las entidades presentan para cada vigencia 
fiscal, dentro del cronograma de programación establecido por la normatividad vigente y con sujeción a las 
disponibilidades fiscales existentes en cada vigencia. 
 
La ejecución de estos recursos que son aprobados por el Congreso de la República mediante la Ley anual 
de Presupuesto, queda en cabeza de las entidades que hacen parte del Presupuesto General de la Nación, 
es decir, de la Rama judicial, en virtud de la autonomía presupuestal establecida en el Estatuto Orgánico 
del Presupuesto12, el cual señala: 
 

“ARTÍCULO 110.  Los órganos que son una sección en el Presupuesto General de la Nación, tendrán 
la capacidad de contratar y comprometer a nombre de la persona jurídica de la cuál hagan parte, 
y ordenar el gasto en desarrollo de las apropiaciones incorporadas en la respectiva sección, lo que 
constituye la autonomía presupuestal a que se refieren la Constitución Política y la ley. Estas 
facultades estarán en cabeza del jefe de cada órgano quien podrá delegarlas en funcionarios del 
nivel directivo o quien haga sus veces, y serán ejercidas teniendo en cuenta las normas consagradas 
en el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública y en las disposiciones legales 
vigentes. (…).” 

 
De todo lo anteriormente expuesto, se puede concluir que la Nación – Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público – ha obrado de conformidad con la Constitución Política y la Ley, por tanto, no podría vislumbrarse 
responsabilidad alguna. 
 
4.5 AUSENCIA DE RESPONSABILIDAD PRESUPUESTAL POR PARTE DEL MINISTERIO DE 
HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO  
 
Resulta evidente que no existe responsabilidad ni directa, ni indirecta de la Entidad que represento frente 
a los hechos bajo los cuales se ha convocado el presente medio de control. De la misma manera, es claro 
que no existe la causación de ningún daño, y que la actuación demandada no fue desarrollada por el 
Ministerio de Hacienda, mucho menos que por ello se pretenda responsabilidad presupuestal alguna en 
cabeza de esta Entidad. 
 
Para efectos de delimitar las responsabilidades de las distintas entidades que participan en el proceso 
presupuestal; el artículo 151 de la Constitución Política, determina que el Congreso de la República expedirá 
leyes orgánicas a las cuales estará sujeto el ejercicio de la actividad legislativa, entre las que menciona las 
normas sobre preparación, aprobación y ejecución del presupuesto de rentas y ley de apropiaciones. 
 
A su turno, en el capítulo 3 del Título XII “Del Presupuesto” de la Constitución Política, el artículo 352 
dispone que los presupuestos de la Nación, de las entidades territoriales y de los entes descentralizados de 
cualquier nivel, están sujetos a lo establecido por la ley orgánica.13 
 
Siendo para este caso el Estatuto Orgánico del Presupuesto, Decreto 111 de 1996, que en su artículo 18 
desarrolla el principio de especialización, el cual significa que “Las apropiaciones deben referirse en cada 
órgano de la administración a su objeto y funciones, y se ejecutarán estrictamente conforme al fin para el 
cual fueron programadas (Ley 38 de 1989, art. 14, Ley 179 de 1.994, art. 55, inciso 3°.)” 
 
En virtud de este principio, se prohíbe la utilización de una partida de gasto aprobada por el Congreso de 
la República para una finalidad distinta de aquella para la cual fue apropiada. 
 
De lo anterior, se infiere que el Ministerio de Hacienda y Crédito Público carece de facultad constitucional y 
legal para efectuar reconocimientos, pagos u otras obligaciones que no le estén asignadas legal o 

                                                 
12 Decreto 111 de 1996 “Por el cual se compilan la Ley 38 de 1989, la Ley 179 de 1994 y la Ley 225 de 1995 que conforman el 
Estatuto Orgánico del Presupuesto. 
13 Sobre las leyes orgánicas pueden consultarse, entre otras, las Sentencias C-478 de 1992, M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz; C-089A 

de 1994, M.P. Vladimiro Naranjo Mesa; C-546 de 1994, M.P. Alejandro Martínez Caballero, C-538 de 1995, M.P. Fabio Morón Díaz y 

C-540 de 2001, M.P. Jaime Córdoba Triviño. 
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constitucionalmente, que, en gracia de discusión, se hace necesario señalar que las presuntas obligaciones 
recaerían sobre otra entidad diferente a la Cartera que represento. 
 
Adicionalmente, en el hipotético caso en que las pretensiones de la demanda prosperarán, el Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público estaría siendo obligado a fungir unas funciones que no le han sido asignadas 
por Ley, vulnerando de esa manera, entre otros el principio de legalidad de las actuaciones públicas, ya que 
se estaría ejerciendo una función que en ninguna norma positiva le está asignada a la entidad que 
represento. 
 
Corolario de lo anterior, se entiende que el Ministerio de Hacienda y Crédito Público no debe pagar 
sentencias judiciales diferentes a aquellas que hayan sido generadas como consecuencia de sus 
actuaciones, situación que no se observa en el presente caso. 
 
4.6 APLICACIÓN DEL ARTÍCULO 282 DE LA LEY 1564 DEL 12 DE JULIO DE 2012, “POR MEDIO 
DE LA CUAL SE EXPIDE EL CÓDIGO GENERAL DEL PROCESO Y SE DICTAN OTRAS 
DISPOSICIONES” 
 
De conformidad con lo consagrado en el artículo 282 del CGP, de manera respetuosa, solicitamos a su 
Despacho que en caso de que halle probados hechos que constituyan una excepción, la reconozca de 
manera oficiosa en la sentencia, tales como la de caducidad de la acción o la de prescripción. 
 

5.-CONCLUSIONES 
 

1. Es importante resaltar que la parte actora no demanda la nulidad de un acto adminstrativo expedido 
por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, luego no es la entidad que represento la que origina 
el acto presuntamente ilegal, y el efecto restablecedor solo es predicable de las partes que 
promovieron tal situación.  

 
2. El Ministerio de Hacienda y Crédito Público es completamente ajeno a la relación administrativa, 

contractual y/o laboral que pudo existir entre la convocante, y la UGPP, pues, pese a que es una 
entidad adscrita a este Ministerio, cuenta con personería jurídica y por lo tanto tiene plena capacidad 
para ejercer la defensa judicial de la Nación en lo que respecta con las funciones que le han sido 
asignadas por ley, más si esta entidad fue quien profirió los actos administrativos atacados.   

 
3. El Ministerio de Hacienda y Crédito Público carece de legitimación en la causa por pasiva para 

responder por los perjuicios pretendidos, pues ninguno de los hechos relatados se encuentra 
relacionados con las competencias legales o actividades administrativas a cargo de esta Cartera. 

 
4. El Consejo de Estado ha señalado que la entidad legitimada por pasiva es aquella que haya proferido 

el acto administrativo atacado14, por lo que única entidad llamada a pronunciarse de fondo dentro 
del presente asunto es la UGPP. 

 
5. A la luz del presente jurisprudencial desarrollado por el Consejo de Estado, no puede acogerse la 

pretensión de reliquidar la pensión con factores por los cuales jamás se hicieron cotizaciones, tales 
como primas de servicio, vacaciones, navidad o bonificaciones, por estar excluidos del listado 
taxativo establecido en normas como la ley 62 de 1985 y ley 33 de 1985 normas que coinciden 
exactamente con el IBL tenido en cuenta para hacer las cotizaciones en esos años por los 
empleadores.   

 
6.- PETICIÓN 

 
Habida cuenta que el Ministerio de Hacienda ha demostrado -por razones de forma y de fondo- que no 
tiene ninguna responsabilidad en este proceso, tenemos el deber de solicitarle al Despacho que se pronuncie 
a nuestro favor. 
 

                                                 
14 Consejo de Estado. Sección Tercera. Sentencia del 2 de marzo de 2017. Radicado No. 25000-23-26-000-1997-03892-01(36442). En el mismo sentido, remitirse a Consejo de Estado, 
Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 27 de noviembre de 2006, expediente 10455. 
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Así mismo, en virtud de lo dispuesto en los artículos 28215 del CGP, si su Despacho llegara a considerar que 
está probada alguna excepción diferente de las formuladas por las entidades demandadas o vinculadas, 
respetuosamente le solicitamos que la declare de oficio en la audiencia inicial o en la sentencia. 
 
Le solicito igualmente reconocerme personería para actuar en el presente proceso y dar por contestada la 
demanda dentro del término legal. 
 
Finalmente, el Ministerio de Hacienda y Crédito Público respetuosamente le solicita al Despacho que tome 
alguna de estas decisiones:  
 

- Que en los términos del decreto 806 de 2020 y el artículo 180 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo modificado por el artículo 40 de la Ley 2080 de 
2021, declare probadas las excepciones previas, dictando una providencia que desvincule al 
Ministerio de Hacienda y Crédito Público de este proceso.     

 
- En subsidio, que en la sentencia el Despacho niegue la totalidad de las pretensiones formuladas en 

la demanda contra esta cartera, por cuanto son formal y sustancialmente improcedentes o en su 
defecto declare probadas las excepciones de mérito formuladas y con ello absuelva a mi 
representada de todas las pretensiones dirigidas en su contra.   

 
7.- PRUEBAS 

 
Solicito tener como pruebas: 
 

- Las aportadas con la demanda y sus contestaciones. 
 

- Aquellas que su Despacho decida decretar y practicar de oficio.   
 
Así mismo, le solicito respetuosamente al Despacho que rechace el decreto y/o la práctica de pruebas que 
no cumplan con los requisitos de conducencia16, pertinencia17, utilidad18 y de legalidad19. 
 
De conformidad con lo establecido en el parágrafo 1° del Artículo 17520 Ley 1437 del 18 de enero de 2011, 
“Por la cual se expide el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”, por 
imposibilidad fáctica y jurídica no allegamos el expediente administrativo, debido a que este no reposa en 
este Ministerio. 
 

8.- ANEXOS 
 

1. Poder para actuar. 
2. Resolución 0849 del 19 de abril de 2021.  

 

                                                 
15 “En cualquier tipo de proceso, cuando el juez halle probados los hechos que constituyen una excepción deberá reconocerla 
oficiosamente en la sentencia, salvo las de prescripción, compensación y nulidad relativa, que deberán alegarse en la contestación 
de la demanda” (subrayas y negrilla fuera de texto). 
 
16 “La conducencia consiste en que el medio probatorio propuesto sea adecuado para demostrar el hecho.” (negrilla fuera de texto). 
Cfr. Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Sentencia de segunda instancia del 9 de julio de 2014. 
Radicado: 25000-23-26-000-2002-00992-01(29941). 
 
17 “La pertinencia, por su parte, se fundamenta en que el hecho a demostrar tenga relación con los demás hechos que interesan al 
proceso.” (Negrilla fuera de texto). Ibídem. 
 
18 “La utilidad, a su turno, radica en que el hecho que se pretende demostrar con la prueba no debe estar ya demostrado con otro 
medio probatorio, (Negrilla fuera de texto). Ibídem.  
 
19 “…y finalmente, las pruebas, además de tener las anteriores características, deben estar permitidas por la ley”. (Negrilla fuera de 
texto). Ibídem.   
20 Parágrafo 1° Durante el término para dar respuesta a la demanda, la entidad pública demandada o el particular que ejerza funciones 
administrativas demandado deberá allegar el expediente administrativo que contenga los antecedentes de la actuación objeto del 
proceso y que se encuentren en su poder. 

 p
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9.-  NOTIFICACIONES 
 
Recibo notificaciones en la Secretaria de su Honorable despacho, o en el Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público Carrera 8  No. 6 C 38 - Edificio San Agustín – Grupo de Representación Judicial de la Subdirección 
Jurídica en la ciudad de Bogotá D.C.. Tel: 3811700 Ext 4364, Celular: 3202540020, Correo electrónico: 
notificacionesjudiciales@minhacienda.gov.co y/o yenny.pelaez@minhacienda.gov.co. 
 

Atentamente, 
 
 
YENNY PAOLA PELAEZ ZAMBRANO 
T.P.  No. 252.962   del C. S. de la J. 
C.C. 1.022.382.430 de Bogotá D.C. 
  
Anexo: Lo enunciado en (5) folios útiles. 
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4.2.0.1.  Grupo de Representación Judicial 
 
 
 
 
 
 
Señora Juez 
Dra. Kelly Nieves Chamorro 
JUZGADO SEGUNDO (2°) MIXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE RIOHACHA 
E.S.D. 
 
Radicado entrada  
No. Expediente 56115/2021/OFI 
 
Asunto:             Otorgamiento de Poder  
Proceso:            Nulidad y restablecimiento del derecho 
Radicado:          44001-33-40-002-2018-00380-00 
Demandante:     GLORIA MARÍA HABID DAVID   
Demandado:       Nación – Ministerio de Hacienda y Crédito Público y otros 

 
OTORGAMIENTO DE PODER 

                         
SANDRA MONICA ACOSTA GARCIA, identificada con la cédula de ciudadanía No. 51.829.395 de Bogotá y portadora de 
la Tarjeta Profesional de Abogada No. 66.333 del Consejo Superior de la Judicatura, en mi calidad de Asesora de la 
Subdirección Jurídica del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, facultad concedida mediante Resolución 0849 de 19 
de abril de 2021, por medio del presente, manifiesto a usted que confiero poder especial, amplio y suficiente a la 
abogada YENNY PAOLA PELÁEZ ZAMBRANO,  identificada  con  cédula  de  ciudadanía  No.  1.022.382.430 de Bogotá 
D.C. y portadora de la tarjeta profesional N° 252.962 del Consejo Superior de la Judicatura, para que represente y 
ejerza el derecho de defensa del Ministerio de Hacienda y Crédito en el trámite de la referencia.  
   
La apoderada queda facultada para presentar recursos, conciliar si hay lugar a ello, pero solamente en la medida 
permitida por la ley y conforme al concepto del Comité de Conciliación del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, 
renunciar, sustituir, reasumir y, en general, para atender todas las gestiones necesarias para la eficaz representación 
de los intereses de la Nación - Ministerio de Hacienda y Crédito Público. De conformidad con el artículo 741 del Código 
General del Proceso, el presente poder es conferido mediante firma digital.  
  
Para efectos de notificaciones téngase en cuenta los correos electrónicos: notificacionesjudiciales@minhacienda.gov.co. 
 
Cordialmente,  
     
 
SANDRA MÓNICA ACOSTA GARCÍA 
C.C. N° 51.829.395 de Bogotá D.C. 
T.P. N°66.333 del C.S. de la J. 
    
Acepto,  
    
 
YENNY PAOLA PELÁEZ ZAMBRANO  
C.C. 1.022.382.430 de Bogotá D.C.  
T.P. 252.962 del C.S. de la J.  
Correo Electrónico: yenny.pelaez@minhacienda.gov.co 
 

                                                 
1 Artículo 74. Poderes. Los poderes generales para toda clase de procesos solo podrán conferirse por escritura pública. El poder 
especial para uno o varios procesos  
podrá conferirse por documento privado. (…) Se podrá conferir poder especial por mensaje de datos con firma digital. (…) 

Radicado: 2-2021-066632

Bogotá D.C., 16 de diciembre de 2021 10:07
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